
 

PLAN AYUDAS GOBIERNO 
MEDIDAS EXTRAORDINARIAS - APOYO A LA SOLVENCIA EMPRESARIAL 

 

El Consejo de Ministros ha aprobado un Real Decreto-ley de medidas 

extraordinarias de apoyo a las empresas, por valor de 11.000 millones de euros, 

orientado a ayudas directas al colectivo empresarial, mediante subvenciones, 

reducción de costes y refuerzo de su capital. Estas ayudas, dirigidas a empresas 

viables en los sectores más afectados por la pandemia, aún tardarán, al menos, 

cuarenta días en llegar a las comunidades autónomas, una vez se suscriban los 

correspondientes convenios de transferencia de fondos con los gobiernos 

regionales. 

 

Según ha reconocido el Gobierno, el alargamiento de la crisis sanitaria y los efectos 

en la economía de las medidas adoptadas para frenar su expansión hacen necesario 

aprobar nuevas ayudas para reforzar la solvencia y evitar un mayor deterioro 

patrimonial de empresas viables. La recepción de todas estas ayudas estará 

condicionada a que las empresas receptoras no tengan su domicilio en un paraíso 

fiscal, no estén en concurso ni hayan cesado la actividad en el momento de la 

solicitud, se hallen al corriente de pagos de las obligaciones tributarias y de la 

Seguridad Social y no repartan dividendo ni aumenten los salarios de su equipo 

directivo durante un periodo de dos años, así como al mantenimiento de su 

actividad hasta junio de 2022. 

 
Se han creado tres fondos de ayudas diferenciados. El primero de ellos, consiste 

en una nueva línea de ayudas directas a autónomos y empresas, dotada con 7.000 

millones de euros, y tiene como objetivo que las comunidades autónomas 

concedan ayudas directas a los autónomos y empresas de los sectores más 

afectados por la pandemia. Las ayudas tendrán carácter finalista y se emplearán 

para el pago de deudas contraídas por las empresas desde marzo de 2020, como 

pagos a proveedores, suministros, salarios, arrendamientos o reducción de la 

deuda financiera. 

 

Podrán acceder a estas ayudas todas las empresas y autónomos del sector de la 

hostelería y la restauración, los sectores con acceso a los ERTE ampliados 

establecidos en el Real Decreto-ley 2/2021, y otros especialmente afectados por la 

pandemia, como las actividades de la industria manufacturera relacionadas con el 

comercio y la hostelería; comercio al por mayor y minorista; sectores auxiliares al 

transporte; mantenimiento aeronáutico, y actividades relacionas con la cultura y 

las actividades deportivas. 

 

Esta línea constará de dos compartimentos: uno de 5.000 millones, que se destinará 
al conjunto de comunidades autónomas, salvo Islas Baleares y Canarias. El segundo 
compartimento, de 2.000 millones de euros, se destinará específicamente a Islas 



 

Baleares y Canarias, por el impacto diferencial sobre su economía del mayor peso 
de los sectores más afectados por la pandemia.  
 

Podrán beneficiarse de estas ayudas los autónomos y empresas viables que hayan 

tenido una caída de sus ingresos de al menos el 30% en 2020 respecto al año 

anterior. Las ayudas cubrirán hasta un 40% de la caída adicional de ingresos de las 

microempresas y autónomos (con hasta 10 empleados), y un 20% para el resto de 

empresas, con una cantidad fija de 3.000 euros para los autónomos que tributen 

en régimen de estimación objetiva y un rango de entre 4.000 y 200.000 euros para 

el resto. 

 

Un segundo eje de actuación o de ayudas es el relativo al conjunto de medidas de 
apoyo y flexibilización de los préstamos que cuenten con aval público, 
permitiendo así que el ICO se incorpore a los procesos de refinanciación y 
reestructuración que pacten los bancos y sus clientes, protegiendo también la 
estabilidad financiera. Este eje se ve apoyado mediante la creación de una nueva 
línea para la reestructuración de deuda financiera con aval del Estado, dotada con 
3.000 millones de euros.  
 

En tercer lugar, y para los casos en que las medidas anteriores no hayan sido 

suficientes, se crea un Fondo de recapitalización de empresas afectadas por Covid, 

dirigido a reforzar los balances de empresas que eran viables en diciembre de 2019, 

pero que se enfrentan a problemas de solvencia por la pandemia. Este fondo está 

dotado con 1.000 millones de euros y será gestionado por COFIDES, empresa con 

capital público-privado. Las ayudas se realizarán en forma de instrumentos 

financieros, como préstamos ordinarios, préstamos participativos, capital u otros a 

empresas que atraviesen dificultades temporales y que no puedan acceder a las 

ayudas del Fondo de apoyo a la solvencia de empresas estratégicas, gestionado por 

SEPI, que tiene un importe mínimo de aportación de 25 millones de euros. 

 

En este contexto, el pasado sábado, 13 de marzo, el BOE publicó el Real Decreto-

Ley 5/2021, de 12 de marzo, de medidas extraordinarias de apoyo a la solvencia 

empresarial en respuesta a la pandemia de la COVID-19 que otorga un marco de 

protección reforzado que, más allá de las medidas de carácter horizontal ya 

desplegadas, concentre un importante volumen de recursos en proteger y apoyar 

a aquellas empresas, sectores y territorios potencialmente más vulnerables 

debido a la duración y el impacto económico de la pandemia, con el fin de reforzar 

la liquidez y solvencia y evitar el sobreendeudamiento del conjunto de la economía 

nacional, preservando así el tejido productivo y el empleo, impulsando la inversión 

y evitando una improductiva destrucción de valor de la actividad económica en 

España, sin por ello impedir la necesaria reasignación de recursos entre las distintas 

empresas y sectores en los próximos meses. 

 

https://www.boe.es/boe/dias/2021/03/13/pdfs/BOE-A-2021-3946.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2021/03/13/pdfs/BOE-A-2021-3946.pdf


 

En su Disposición adicional cuarta se recogen las condiciones de elegibilidad de 

empresas y autónomos. Los destinatarios de las medidas previstas en este Real 

Decreto-Ley deberán cumplir, en el momento de presentación de la solicitud, los 

siguientes requisitos:  

 

a)           No haber sido condenado mediante sentencia firme a la pena de 

pérdida de la posibilidad de obtener subvenciones o ayudas 

públicas o por delitos de prevaricación, cohecho, malversación de 

caudales públicos, tráfico de influencias, fraudes y exacciones 

ilegales o delitos urbanísticos.  

b)          No haber dado lugar, por causa de la que hubiese sido declarada 

culpable, a la resolución firme de cualquier contrato celebrado con 

la Administración.  

c)           Hallarse al corriente de pago de obligaciones por reintegro de 

subvenciones o ayudas públicas.  

d)         Hallarse al corriente en el cumplimiento de las obligaciones 

tributarias y frente a la Seguridad Social.  

e)           No haber solicitado la declaración de concurso voluntario, no haber 

sido declarados insolventes en cualquier procedimiento, no 

hallarse declarados en concurso, salvo que en éste haya adquirido 

la eficacia un convenio, no estar sujetos a intervención judicial o 

haber sido inhabilitados conforme a la Ley 22/2003, de 9 de julio, 

Concursal, sin que haya concluido el período de inhabilitación fijado 

en la sentencia de calificación del concurso.  

f)          No tener la residencia fiscal en un país o territorio calificado 

reglamentariamente como paraíso fiscal.  

 

Los destinatarios de estas medidas asumen asimismo los siguientes compromisos:  

 

a)            Deberán mantener la actividad correspondiente a las ayudas hasta       

el 30 de junio de 2022.  

b)           No podrán repartir dividendos durante 2021 y 2022.  

c)           No aprobar incrementos en las retribuciones de la alta dirección 

durante un periodo de dos años desde aplicación de alguna de las 

medidas. 3. Por Acuerdo de Consejo de Ministros podrán 

establecerse requisitos adicionales. 

 

Las medidas de este Real Decreto-ley centran sus esfuerzos en la preservación del 

tejido empresarial y de los autónomos de nuestro país que están sufriendo un 

deterioro transitorio de sus indicadores de solvencia como consecuencia de la 

intensidad y duración de la caída de actividad extraordinaria generada por la 

pandemia: 



 

 

• Línea Covid de ayudas directas a autónomos y empresas .- Línea de ayudas 
directas a empresarios y profesionales para el apoyo a la solvencia y 
reducción del endeudamiento del sector privado, siempre y cuando tengan 
su domicilio fiscal en territorio español o cuando se trate de entidades no 
residentes no financieras que operen en España a través de 
establecimiento permanente. Estas ayudas directas tendrán carácter 
finalista, empleándose para satisfacer la deuda y realizar pagos a 
proveedores y otros acreedores, financieros y no financieros, así como los 
costes fijos incurridos por los autónomos y empresas considerados 
elegibles, siempre y cuando éstos se hayan devengado entre el 1 de marzo 
de 2020 y el 31 de mayo de 2021 y procedan de contratos anteriores a la 
entrada en vigor de este Real Decreto-ley. En primer lugar, se satisfarán los 
pagos a proveedores, por orden de antigüedad y, si procede, se reducirá el 
nominal de la deuda bancaria, primando la reducción del nominal de la 
deuda con aval público.  

 

Las Comunidades Autónomas y las Ciudades de Ceuta y Melilla realizarán 

las correspondientes convocatorias para la asignación de las ayudas 

directas a los destinatarios sitos en sus territorios, asumirán la tramitación 

y gestión de las solicitudes, así como su resolución, el abono de la 

subvención, los controles previos y posteriores al pago y cuantas 

actuaciones sean necesarias para garantizar la adecuada utilización de 

estos recursos, de acuerdo a lo previsto en la Ley 38/2003, de 17 de 

noviembre, General de Subvenciones y su normativa de desarrollo 

reglamentario.  

 

Marco básico de los requisitos de elegibilidad y de los criterios para fijación 

de la cuantía de la ayuda: 1. A los efectos de este Real Decreto-ley, se considerarán 

destinatarios:  

 

a) Los empresarios o profesionales y entidades adscritas a los sectores 
definidos en el Anexo I que se adjunta, y cuyo volumen de operaciones 
anual declarado o comprobado por la Administración, en el Impuesto 
sobre el Valor Añadido o tributo indirecto equivalente en 2020 haya 
caído más de un 30% con respecto a 2019. Esta información se 
suministrará por la Administración Tributaria correspondiente a 
petición de las Comunidades Autónomas y las Ciudades de Ceuta y 
Melilla. Los empresarios o profesionales que apliquen el régimen de 
estimación objetiva en el Impuesto sobre la Renta de las Personas 
Físicas adscritos a los sectores definidos en el Anexo I 

 
b) Para el caso de grupos consolidados que tributen en el Impuesto sobre 

Sociedades en el régimen de tributación consolidada, se entenderá 
como destinatario a efectos del cumplimiento de los requisitos de 
elegibilidad y transferencias, el citado grupo como un contribuyente 



 

único, y no cada una de las entidades que lo integran, por lo cual el 
volumen de operaciones a considerar para determinar la caída de la 
actividad será el resultado de sumar todos los volúmenes de 
operaciones de las entidades que conforman el grupo.  

 
c) En ningún caso se consideran destinatarios aquellos empresarios o 

profesionales, entidades y grupos consolidados que cumplan los 
requisitos establecidos en los dos epígrafes anteriores y que en la 
declaración del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas 
correspondiente a 2019 hayan declarado un resultado neto negativo 
por las actividades económicas en las que hubiera aplicado el método 
de estimación directa para su determinación o, en su caso, haya 
resultado negativa en dicho ejercicio la base imponible del Impuesto 
sobre Sociedades o del Impuesto de la Renta de no Residentes, antes 
de la aplicación de la reserva de capitalización y compensación de bases 
imponibles negativas. Esta información se suministrará por la 
Administración Tributaria correspondiente, a petición de las 
Comunidades Autónomas y las Ciudades de Ceuta y Melilla.  

 
Las Comunidades Autónomas y Ciudades de Ceuta y Melilla establecerán 

los criterios para las ayudas por destinatario, de forma que no se superen los 
siguientes límites máximos:  
 

a) 3.000 euros cuando se trate de empresarios o profesionales que 
apliquen el régimen de estimación objetiva en el Impuesto sobre la 
Renta de las Personas Físicas.  
 

b) Para aquellos empresarios y profesionales cuyo volumen de 
operaciones anual declarado o comprobado por la Administración, en 
el Impuesto sobre el Valor Añadido o tributo indirecto equivalente, 
haya caído más del 30% en el año 2020 respecto al año 2019, la ayuda 
máxima que se concederá será:  

 
i. El 40 % de la caída del volumen de operaciones en el año 2020 

respecto del año 2019 que supere dicho 30%, en el caso de 
empresarios o profesionales que apliquen el régimen de 
estimación directa en el Impuesto sobre la Renta de las 
Personas Físicas, así como las entidades y establecimientos 
permanentes que tengan un máximo de 10 empleados.  

ii. El 20 % del importe de la caída del volumen de operaciones en 
el año 2020 respecto del año 2019 que supere dicho 30%, en el 
caso de entidades y empresarios o profesionales y 
establecimientos permanentes que tengan más de 10 
empleados.  

 
Sin perjuicio de lo dispuesto en los apartados b) i y b) ii anteriores, la 
ayuda no podrá ser inferior a 4.000 euros ni superior a 200.000 euros.  

 



 

c) En el caso de los grupos a que se refiere el apartado 1 del artículo 3.1.b), 
los límites anteriores se aplicarán al grupo en su conjunto.  
 

d) Las Comunidades Autónomas y Ciudades de Ceuta y Melilla 
determinarán los parámetros a aplicar para los supuestos de altas o 
empresas creadas entre el 1 de enero de 2019 y el 31 de marzo de 2020, 
de empresas que hayan realizado una modificación estructural de la 
sociedad mercantil entre el 1 de enero de 2019 y el 31 de diciembre de 
2020, y de empresarios o profesionales que hayan estado de alta 
durante un periodo inferior al año en el ejercicio 2019 o en el ejercicio 
2020.  

 
Se podrá concurrir a convocatorias realizadas por distintas 

Comunidades Autónomas y Ciudades de Ceuta y Melilla para la asignación de 
estas ayudas directas.  

 
e) Cuando se trate de empresarios, profesionales o entidades cuyo 

volumen de operaciones en 2020 haya sido inferior o igual a 10 
millones de euros y no apliquen el régimen de grupos en el Impuesto 
sobre Sociedades solamente podrán concurrir a la convocatoria 
realizada por la Comunidad Autónoma o, en su caso, las Ciudades de 
Ceuta y Melilla, en la que se ubique su domicilio fiscal. Los grupos y los 
empresarios, profesionales o entidades cuyo volumen de operaciones 
en 2020 haya sido superior a 10 millones de euros que desarrollen su 
actividad económica en más de un territorio autonómico o en más de 
una Ciudad Autónoma, podrán participar en las convocatorias que se 
realicen en todos los territorios en los que operen. Para estos casos, 
la Orden del Ministerio de Hacienda de desarrollo del presente Real 
decreto-ley establecerá el criterio de distribución de la caída de la 
actividad entre los diferentes territorios en los que operen, atendiendo 
al peso de las retribuciones de trabajo personal satisfechas a los 
trabajadores con que cuenten en cada territorio.  

 
Los destinatarios de estas ayudas deberán acreditar una actividad que se 
clasifique en alguno de los códigos de la Clasificación Nacional de 
Actividades Económicas –CNAE 09– previstos en el Anexo I de la presente 
norma en el momento de su entrada en vigor.  

 
No podrá concederse ninguna ayuda directa de las recogidas pasado el 31 

de diciembre de 2021.  
 

Las Comunidades Autónomas y las Ciudades de Ceuta y Melilla serán las 
gestoras de los fondos y las responsables de rendir cuentas, en su caso, ante 
los órganos de control externo, sin perjuicio de las funciones de control y 
verificación del cumplimiento de estas obligaciones que pudiera realizar la 
Intervención General de la Administración del Estado.  

 



 

La empresa beneficiaria de estas ayudas deberá justificar ante el órgano 
concedente el mantenimiento de la actividad que da derecho a las ayudas 
a 30 de junio de 2022. En caso contrario, procederá el reintegro de las 
ayudas percibidas.  

 
• Línea para la reestructuración de deuda financiera Covid.- Para establecer 

medidas de apoyo público e introducir un Código de Buenas Prácticas que, 
entre otros aspectos, fomente la coordinación de entidades financieras en 
la adopción de medidas que contribuyan a reforzar la solvencia de las 
empresas y autónomos con domicilio social en España que atraviesen un 
desequilibrio patrimonial temporal, como consecuencia de la caída 
significativa de sus ingresos derivada de la pandemia de la COVID-19.  
 
Estas medidas previstas se aplicarán a las empresas y autónomos con sede 
social en España, que hayan suscrito operaciones de financiación que 
cuenten con aval público, que se hubieran concedido por las entidades de 
crédito o por cualquier otra entidad supervisada por el Banco de España 
que realice la actividad de concesión de préstamos o créditos a empresas y 
autónomos con sede social en España, entre el 17 de marzo de 2020 y la 
fecha de publicación de este Real Decreto-ley.  
 
También podrán aplicarse estas medidas a las operaciones de financiación 
concedidas entre el 17 de marzo de 2020 y la fecha de publicación de este 
Real Decreto-ley y que cuenten con reaval concedido por la Compañía 
Española de Reafianzamiento, S.A. (CERSA). Las condiciones aplicables y los 
requisitos a cumplir para acogerse a estas  se establecerán por Acuerdo de 
Consejo de Ministros, sin que se requiera desarrollo normativo ulterior 
para su aplicación.  
 
Adicionalmente, para su elegibilidad como beneficiario de estas medidas, 
la empresa o autónomo, en los casos en que le sea aplicable y siempre que 
el plazo de solicitud estuviera vigente, deberá haber solicitado previamente 
a las entidades financieras y estas haber comunicado la formalización a ICO 
las medidas de ampliación de plazos y carencias, recogidas en el Real 
Decreto-ley 34/2020, de 17 de noviembre, de medidas urgentes de apoyo 
a la solvencia empresarial y al sector energético, y en materia tributaria.  
 

• Medidas de apoyo público a la solvencia, con la extensión de los plazos de 
vencimiento de las operaciones de financiación que han recibido aval 
público. El plazo de vencimiento de los avales otorgados por la 
Administración General del Estado o por cuenta del Estado podrá 
extenderse por un periodo adicional, en los términos que se determinarán 
por Acuerdo de Consejo de Ministros.  
 
La medida será efectiva dentro de los acuerdos de renegociación de deudas 
que se puedan alcanzar entre los deudores y las entidades financieras 
acreedoras en los términos fijados mediante Acuerdo de Consejo de 
Ministros, de tal manera que éstas extenderán el plazo de vencimiento de 



 

las operaciones avaladas por el mismo plazo de extensión del 
vencimiento del aval correspondiente. 
 
Se mantendrá el aval público de aquellas operaciones de financiación que 
cuentan con aval otorgado por la Administración General del Estado o por 
cuenta del Estado y que, en los términos fijados mediante Acuerdo de 
Consejo de Ministros, se conviertan en préstamos participativos, 
regulados en el artículo 20 del Real Decreto-ley 7/1996, de 7 de junio, sobre 
medidas urgentes de carácter fiscal y de fomento y liberalización de la 
actividad económica.  

 
• Medidas para la reducción de su endeudamiento. El Ministerio de Asuntos 

Económicos y Transformación Digital podrá realizar transferencias a las 
empresas y autónomos que cumplan con los requisitos establecidos por el 
Código de Buenas Prácticas con la finalidad exclusiva de reducir el principal 
pendiente de las operaciones financieras ya comentadas. Estas 
transferencias se producirán en el marco de los acuerdos de renegociación 
de deudas que alcancen los deudores y las entidades financieras 
acreedoras.  
 
Las transferencias públicas previstas en este artículo se abonarán 
directamente a través de la entidad concedente de la operación financiera, 
que la aplicará con carácter inmediato a reducir el capital pendiente de 
dicha operación, incluido en su caso el capital vencido, impagado o con el 
aval ejecutado, si lo hubiere. 3. Estas transferencias por parte del Estado se 
producirán dentro de los acuerdos de renegociación de deudas que 
alcancen los deudores y las entidades financieras acreedoras, que a su vez 
asumirán las reducciones del principal pendiente del préstamo que les 
correspondan en los términos que se establecerán por Acuerdo de Consejo 
de Ministros. La entidad concedente no aplicará comisión alguna por la 
cancelación anticipada de la deuda realizada con los fondos recibidos 
correspondientes al apoyo público concedido.  

 
• Creación de la «Línea para la reestructuración de deuda financiera Covid». 

El Código de Buenas Prácticas, cuyo contenido se aprobará mediante 
Acuerdo de Consejo de Ministros, será de adhesión voluntaria por parte de 
las entidades de crédito o de cualquier otra entidad que cuente con 
operaciones incluidas en el ámbito de aplicación definido de este Real 
Decreto ley.  
 
El contenido del Código de Buenas Prácticas se aplicará exclusivamente a 
las entidades adheridas, deudores y contratos. No procederá, por tanto, la 
extensión de su aplicación, con carácter normativo o interpretativo, a 
ningún otro ámbito no incluido expresamente en este ámbito de aplicación. 
Las entidades financieras habrán de informar adecuadamente a sus clientes 
sobre su adhesión o no al Código de Buenas Prácticas y la posibilidad de 
acogerse a lo dispuesto en el Código, a través de su red comercial de 



 

oficinas en la forma y en los términos que se recojan en el propio Código 
de Buenas Prácticas.  
 
Los derechos arancelarios notariales y registrales derivados de la 
formalización e inscripción de las operaciones recogidas en esta línea se les 
aplicará una bonificación. En todo caso, la suma de todos los aranceles 
registrales aplicables al documento será de un mínimo de 24 euros y un 
máximo de 50 euros por todos los conceptos.  

 
En todos los contratos de crédito o préstamo a empresas y autónomos que 
se encuentren dentro del ámbito de aplicación de esta línea, el interés 
moratorio aplicable desde el momento en que el deudor solicite a la 
entidad financiera la aplicación de cualquiera de las medidas del Código de 
Buenas Prácticas, y acredite ante la citada entidad que se encuentra en 
dicha circunstancia, será, como máximo, el resultante de sumar a los 
intereses remuneratorios pactados en el préstamo un 1 por cien sobre el 
capital pendiente del préstamo.  

 
• Creación del Fondo de recapitalización de empresas afectadas por Covid. 

Fondo carente de personalidad jurídica, adscrito al Ministerio de Industria, 
Comercio y Turismo a través de la Secretaría de Estado de Comercio.  
 
El Fondo tiene por objeto aportar apoyo público temporal bajo criterios de 
rentabilidad, riesgo e impacto en desarrollo sostenible, para reforzar la 
solvencia de las empresas con sede social en España, cuyos criterios básicos 
de elegibilidad se determinarán por Acuerdo de Consejo de Ministros. El 
Fondo aportará dicho apoyo exclusivamente en forma de instrumentos de 
deuda, de capital e híbridos de capital, o una combinación de ellos, a 
empresas no financieras, que previamente lo hubieran solicitado y que 
atraviesen dificultades de carácter temporal a consecuencia de la 
pandemia de la COVID-19. 

 
Las operaciones financiadas con cargo al Fondo se ajustarán a la normativa 
de Ayudas de Estado y no se concederán apoyos financieros con cargo a 
este Fondo en tanto en cuanto la Comisión Europa no lo haya autorizado 
expresamente. 
 
El Fondo se extinguirá por Orden de la Ministra de Industria, Comercio y 
Turismo, una vez transcurrido un plazo máximo de ocho años a contar 
desde su creación. No obstante, lo anterior, previo informe de la Comisión 
Delegada para Asuntos Económicos, el Consejo de Ministros podrá 
prorrogar el plazo de extinción.  
 
Se aprueba el Presupuesto de Explotación y Capital del Fondo para el 
ejercicio 2021, que se incluye en el Anexo II que se adjunta.  
 

En la Disposición adicional primera de este Real Decreto-Ley se recoge la posible 
ampliación extraordinaria del plazo de ejecución y justificación de los proyectos 



 

financiados por la Secretaría General de Industria y de la PYME y que ya hubieran 
sido objeto de una ampliación, ordinaria conforme al procedimiento recogido en la 
correspondiente orden de bases o extraordinaria, del plazo de ejecución, las 
resoluciones podrán ser modificadas a instancia del beneficiario para ampliar los 
plazos de ejecución de la actividad y, en su caso, de justificación y comprobación 
de dicha ejecución, aunque no se hubiera contemplado en las correspondientes 
bases reguladoras. Solo se podrá alegar como circunstancias que justifican la 
necesidad de una modificación extraordinaria de los plazos establecidos en las 
correspondientes resoluciones las causas sobrevenidas directamente como 
consecuencia de la crisis de la COVID-19 
 
Dicha instancia requerirá de una solicitud que deberá efectuarse antes de que 
finalice el plazo de ejecución del proyecto según se fije en las correspondientes 
resoluciones y deberá ser aceptado de forma expresa por el órgano que dictó la 
resolución de concesión, notificándose al interesado. El plazo para la resolución 
será de 3 meses desde la presentación de la solicitud. Si transcurrido dicho plazo el 
órgano competente para resolver no hubiese notificado dicha resolución, los 
interesados estarán legitimados para entender desestimada la solicitud. 
 
En su Disposición adicional segunda se recoge la ampliación del plazo de suspensión 
de pagos y devengos de préstamos Emprendetur de la Secretaría de Estado de 
Turismo. Se amplía durante un año adicional la suspensión del pago de intereses y 
amortizaciones correspondientes a préstamos Emprendetur, prevista en el artículo 
41 del Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan medidas 
urgentes complementarias en el ámbito social y económico para hacer frente a la 
COVID-19. 
 
En su Disposición adicional tercera. Aplazamiento de deudas tributarias. En el 
ámbito de las competencias de la Administración tributaria del Estado, a los efectos 
de los aplazamientos a los que se refiere el artículo 65 de la Ley 58/2003, de 17 de 
diciembre, General Tributaria, se concederá el aplazamiento del ingreso de la 
deuda tributaria correspondiente a todas aquellas declaraciones-liquidaciones y 
autoliquidaciones cuyo plazo de presentación e ingreso finalice desde el día 1 de 
abril hasta el día 30 de abril de 2021, ambos inclusive, siempre que las solicitudes 
presentadas hasta esa fecha reúnan los requisitos a los que se refiere el artículo 
82.2.a) de la citada ley.  
 
Será requisito necesario para la concesión del aplazamiento que el deudor sea una 
persona o entidad con volumen de operaciones no superior a 6.010.121,04 euros 
en el año 2020.  
 
Las condiciones del aplazamiento serán las siguientes:  
 

a) El plazo será de seis meses.  
b) No se devengarán intereses de demora durante los primeros cuatro meses 

del aplazamiento.  
 



 

En su Disposición adicional quinta se recoge la sujeción a la normativa de Ayudas 
de Estado de la Unión Europea. Por ello, todas las medidas de apoyo público 
recogidas en este Real Decreto-ley cumplirán con la normativa de la Unión Europea 
en materia de Ayudas de Estado. No se concederá ninguna medida de apoyo 
público hasta que no se cuente con la autorización expresa para ello de la Comisión 
Europea. En lo referente a las ayudas directas y transferencias, con el fin de 
garantizar el respeto de los umbrales cuantitativos correspondientes y las reglas de 
acumulación, será necesario que la empresa o autónomo potencialmente 
beneficiario realice una declaración responsable del conjunto de ayudas públicas 
recibidas hasta la fecha. En aquellos casos en que la ayuda total acumulada por 
empresa supere los 1,8 millones de euros, la empresa deberá justificar los costes 
fijos no cubiertos y resto de requisitos exigidos por la normativa de Ayudas de 
Estado de la Unión Europea.  
 
En su Disposición adicional sexta se recogen las consecuencias de la aplicación 
indebida por el deudor de las medidas establecidas en este Real Decreto-ley. Por lo 
que, la empresa o autónomo que se hubiese beneficiado de las medidas 
establecidas en este Real Decreto-ley sin reunir los requisitos previstos en el mismo, 
será responsable de los daños y perjuicios que se hayan podido producir, en su 
caso, así como de todos los gastos generados por la aplicación de estas medidas de 
apoyo, sin perjuicio de las responsabilidades de otro orden a que su conducta 
pudiera dar lugar.  
 
En su Disposición derogatoria única. Queda derogado el artículo 8 del Real Decreto-
ley 35/2020, de 22 de diciembre, de medidas urgentes de apoyo al sector turístico, 
la hostelería y el comercio y en materia tributaria.  
 
Este Real Decreto-ley entrará en vigor el mismo día de su publicación en el «Boletín 
Oficial del Estado», esto es, el 13 de marzo de 2021. 
 
 


